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  No ambiciono sino la paz de todos (que es la mía)




  José Emilio Pacheco, Fray Antonio de Guevara reflexiona mientras espera a Carlos V




  La guerra habrá de dar fruto a todos… (lo que) quiere decir, por tanto, que nadie debería perderla. Ya hoy cabe profetizar que, si no la ganan todos, todos la perderán




  Ernst Jünger, La paz
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  ¿CÓMO se concibe la reconciliación en el Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto entre el Gobierno colombiano y las FARC? ¿Cómo es que la responsabilidad política no se incluyó en una negociación larga y ambiciosa? ¿Le bastan al país trescientas diez páginas de acuerdo para alcanzar una “paz estable y duradera”? O, de otro modo, ¿basta un acuerdo entre dos entidades con capacidad parcial de representación para alcanzar la reconciliación?








  EL “ACUERDO sobre víctimas del conflicto” (en adelante Acuerdo) se firmó el 15 de diciembre de 2015 en La Habana como cuarto punto en el itinerario de los diálogos entre el Gobierno y las FARC. Fueron dieciocho meses de negociaciones, cuyos primeros avances se vislumbraron después de un año de dificultades y estancamiento en el tema. El documento tiene cinco partes: Comisión de la Verdad y Unidad para la Búsqueda de Desaparecidos, Jurisdicción Especial para la Paz, Medidas de Reparación y Garantías de No Repetición; más una especie de adenda sobre derechos humanos y una presentación de los principios y las generalidades.




  Literariamente el Acuerdo es muy heterogéneo, con largos pasajes yermos y párrafos con arranques declamatorios y torturas al idioma que, por fortuna, carecen de castigo de parte de las academias de la lengua. Bajo esa superficie subyacen importantes deficiencias conceptuales y serios problemas de cohesión entre sus partes constitutivas que reflejan las tensiones propias de una negociación, lo cual recuerda aquella frase propia de racionalistas y tecnócratas: “un camello es un caballo diseñado por un comité”. La principal asimetría teórica y formal se da entre el componente de justicia y los restantes y se debe, en principio, a que fue el fruto del trabajo de sendas comisiones paralelas y ad hoc que carecían de toda continuidad con el marco de trabajo de los diálogos, elaborado y desarrollado durante tres años de trabajo.




  La publicación de ese Acuerdo parcial fue recibida como la inflexión que marcaba el punto de no retorno en las negociaciones, de un lado, y en medio de críticas y desconcierto de algunos sectores nacionales y extranjeros, del otro. La inflexión se entiende puesto que el Acuerdo significó que el Gobierno nacional declaraba satisfecha la condición de que un ingrediente de justicia era indispensable y las FARC no sentían que los términos del mismo vulneraban los rasgos fundamentales de su existencia política ni el honor de sus integrantes.




  Las críticas a los términos del Acuerdo han sido muy variadas e incluyen a sectores políticos como el Centro Democrático y organizaciones humanitarias como Human Rights Watch, pasando por reconocidos juristas como Jaime Castro. Una mezcla de intransigencia, ignorancia y precaria deliberación ha impedido evaluarlo de modo razonable. Para hacerlo habría que partir de una visión comprensiva de esas críticas ya que la justicia transicional es, en sí misma compleja, polémica y no encaja bien con las intuiciones morales básicas.




  Según el profesor Iván Orozco Abad, los rasgos dominantes de la justicia transicional consisten en ser: altamente política, extraordinaria y deficitaria en su legitimidad, trágica y transaccional, altamente emocional, limitada y parcial, entre otros. El simple hecho de que buena parte de los términos de la justicia transicional sean definidos por agentes políticos en trance de negociación, de que sea una justicia excepcional basada en parámetros diferentes a la justicia penal ordinaria, y que opere en momentos en los cuales los agravios y daños de la guerra están frescos en la memoria colectiva, hace que ella sea polémica, resistente a la comprensión y decepcionante.




  La justicia transicional es un dispositivo nuevo. La tradición del derecho de guerra se ocupó, desde la antigüedad, del derecho a la guerra (ius ad bellum) y del derecho en la guerra (ius in bello). Solo en las últimas décadas empieza a conformarse algo así como el derecho después de la guerra (ius post bellum). Colombia es un caso paradigmático por su numerosos eventos de guerras civiles y de negociaciones, estas últimas siempre resueltas con amnistías e indultos, sin ningún adarme de justicia. El nuevo paradigma empezó a aplicarse en el país en 2005, a propósito de la desmovilización de los principales grupos paramilitares, con la Ley de Justicia y Paz (975 de 2005), y la creación del Grupo de Memoria Histórica (2007), devenido en Centro Nacional de Memoria Histórica. En ese entonces, los debates y protestas no fueron menores a los de hoy cuando el instrumento legal fue calificado como una “ley de impunidad”. Que los críticos de entonces se hayan convertido en los apologistas de hoy, y viceversa, solo muestra qué tanto pesa la política a la hora de aprobar o reprobar los parámetros para evaluar la justicia aplicable a los combatientes no estatales de nuestra guerra. Y nos permite sugerir que esta controversia fue uno de los principales catalizadores de la virulenta polarización política que ha vivido el país durante el trascurso de este siglo.




  Que los dos términos de la expresión justicia transicional correspondan a lo que Chaïm Perelman llamara “nociones confusas” contribuye a la polémica. No solo es polémica la expresión justicia (véase, por ejemplo, la tensión entre justicia retributiva y justicia restaurativa), sino también sus parámetros. También la expresión transición ya que mientras a los ojos de la mayoría de la sociedad y la comunidad internacional en Colombia estamos ante una transición a la paz, para la guerrilla no ha dejado de tratarse también de una transición a la democracia. Incluso puede haber quien piense que dicha transición tendría que implicar “una transformación radical del orden social y político” (Uprimny).




  En ese Acuerdo específico, punto cinco del Acuerdo Final, se concentra esta reflexión a partir de dos percepciones iniciales: la responsabilidad política no existe en el Acuerdo y la reconciliación puede verse obstruida por el lugar preminente que se le dio a la justicia penal retributiva.








  RECONCILIACIÓN no es un término ajeno al lenguaje usado por los negociadores del Acuerdo que se firmó, finalmente, en Bogotá el 26 de noviembre de 2016. A pesar de la larga duración de la negociación y de su carácter fragmentario –dada la metodología, la diferente naturaleza de los temas de la agenda y los cambios parciales en la comisión gubernamental–, el vocablo aparece a lo largo del texto definitivo, aún con mayor profusión que en el texto previo, firmado en Cartagena de Indias el 26 de septiembre del mismo año.




  Aunque el documento pretende ser exhaustivo hasta adquirir una apariencia barroca, la reconciliación no cuenta allí con una definición expresa. De los diferentes contextos en los que aparece pueden deducirse, en principio, dos cosas: que se trata de una meta, un objetivo de largo plazo al que no se llega de manera inmediata con la realización efectiva de los términos acordados entre las partes, y que debe involucrar a todos los colombianos, es decir, que alude a una comunidad social y política que se menciona como nación o país; nunca, cuidadosamente, como patria.




  Más allá de este punto, la reconciliación tiene la fisonomía de una noción difusa cuyo significado parece traslaparse con una constelación de palabras afines, tales como paz, convivencia, civilidad –en algunas ocasiones– y armonía, incluso. El léxico de la concordia, el perdón, el orden, la restauración y la pacificación que acompañó el fin de las guerras civiles decimonónicas desapareció. En este aspecto particular existe una similitud comprensible con los acuerdos firmados entre 1989 y 1994 en cuanto al llamado a la reconciliación, aunque en estos acuerdos –cortos, muy acotados en el contenido, indicativos– la reconciliación ocupaba un lugar capital en los preámbulos y en el espíritu de los textos. Y también se dio continuidad a la Ley de Justicia y Paz (975 de 2005) que orientó el diseño institucional de la justicia transicional colombiana, que dio lugar al “nacimiento de la víctima” en el país (Pizarro) y que presumía la reconciliación como un resultado de su aplicación (Artículo 4).




  Como meta última, la reconciliación se presenta como uno de los diez criterios que deben orientar los componentes e implementación del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición. Dicho de otro modo, se entiende que el funcionamiento adecuado de los componentes de búsqueda de personas desaparecidas, de la Comisión de la Verdad, del Tribunal de Justicia y de las medidas de reparación y no repetición satisfará los derechos de las víctimas, y que el logro de esta es el paso definitivo a partir del cual puede esperarse que la reconciliación tenga lugar entre la sociedad colombiana.




  El otro capítulo del Acuerdo Final en el que la reconciliación tiene un lugar destacado es el que se ocupa de la participación política. Aquí aparecen varios fraseos en los que reconciliación se alterna con otros términos como convivencia, tolerancia, pluralismo, libertad de expresión, democracia, y se conjuga en oposición a conductas de discriminación y estigmatización. Pero, además, se intenta llevar el concepto a un nivel más operativo.




  En efecto, se le dedica una sección a lo que se llama “garantías para la reconciliación, la convivencia, la tolerancia y la no estigmatización, especialmente por razón de la acción política y social en el marco de la civilidad”. Se acordó crear un Consejo Nacional para la Reconciliación y la Convivencia con participación estatal, política y social que debe tener capítulos regionales, y entre cuyas funciones está el diseño y ejecución de programas de formación, cátedras y campañas. Se prevé que el contenido de estas actividades gire alrededor del respeto por el ejercicio de la actividad política y social reivindicativa, y por la eficacia de los derechos humanos, preceptos todos redundantes con la carta constitucional aunque susceptibles siempre a demandas de eficacia, sobre todo en un país con una cultura política muy refractaria al ejercicio de las libertades de expresión, asociación y movilización.
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